
DECRETO 1818 DE 1998 
(septiembre 7) 

 
“Por medio del cual se expide el estatuto de los mecanismos alternativos de solución de 

conflictos”. 
 

TITULO VI 

CONCILIACION EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

 

Capítulo I 
Normas generales 

 

Artículo 56. Asuntos susceptibles de conciliación. Podrán conciliar, total o 

parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 

público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre 
conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda 

conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones 

previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo. 

 

Parágrafo 1. En los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80/93, la 

conciliación procederá siempre que en ellos se hayan propuesto excepciones de mérito. 
 

Parágrafo 2º. No puede haber conciliación en los asuntos que versen sobre conflictos 

de carácter tributario. (Ley 446 de 1998, artículo 70 que modifica el artículo 59 de la 

Ley 23 de 1991). 

 
Artículo 57. Revocatoria directa. Cuando medie acto administrativo de carácter 

particular, podrá conciliarse sobre los efectos económicos del mismo si se da alguna 

de las causales del artículo 69 del Código Contencioso Administrativo, evento en el 

cual, una vez aprobada la conciliación, se entenderá revocado el acto sustituido por el 

acuerdo logrado. (Ley 446 de 1998, artículo 71 que modifica el artículo 62 de la Ley 23 

de 1991). 
 

Artículo 58. Sanciones. La inasistencia injustificada de las partes o sus apoderados a 

la audiencia de conciliación o la negativa, igualmente injustificada, a discutir las 

propuestas formuladas, se sancionará con multa de diez (10) salarios mínimos legales 

a favor del Consejo Superior de la Judicatura que será impuesta, en la prejudicialidad, 

por el agente del Ministerio Público, y en la judicial, por el juez, sala, sección o 
subsección respectiva. (Le 446 de 1998, artículo 74 que modifica el artículo 64 de la 

Ley 23 de 1991). 

 

Artículo 59. Conclusión del procedimiento conciliatorio. El acta de acuerdo 

conciliatorio y el auto aprobatorio debidamente ejecutoriado prestarán mérito ejecutivo 
y tendrán efectos de cosa juzgada. 

 

Las cantidades líquidas reconocidas en el acuerdo conciliatorio devengarán intereses 

comerciales durante los seis (6) meses siguientes al plazo acordado para su pago y 

moratorios después de este último. 

 
Parágrafo. Será obligatoria la asistencia e intervención del agente del Ministreio 

Público a las audiencias de conciliación judicial. (Ley 446 de 1998, artículo 72 que 

modifica el artículo 65 de la Ley 23 de 1991). 

 

Artículo 60. Competencia. El auto que apruebe o impruebe el acuerdo conciliatorio 
corresponde a la sala, sección o subsección de que forme parte el magistrado que 

actúe como sustanciador, contra dicho auto procede recurso de apelación en los 

asuntos de doble instancia y de reposición en los de única. 

 



El Ministerio Público podrá interponer el recurso de apelación para ante el Tribunal, 

contra el auto que profiera el juez administrativo aprobando o improbando una 

conciliación. Las partes podrán apelarlo, sólo si el auto imprueba el acuerdo. 

 

La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan 

presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo 
para el patrimonio público. 

 

Parágrafo. Lograda la conciliación prejudicial, el acta que la contenga será suscrita 

por las partes y, por el agente del Ministerio Público y se remitirá, a más tardar, al día 

siguiente, al juez o corporación que fuere competente para conocer de la acción 
judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto 

aprobatorio no será consultable.(Ley 446 de 1998, artículo 73 que crea el artículo 65ª 

de la Ley 23 de 1991). 

 

Artículo 61. Pruebas. En desarrollo de la audiencia de conciliación el juez de oficio, o 

a petición del Ministerio Público, decretará las pruebas necesarias para establecer los 
presupuestos de hecho y de derecho del acuerdo conciliatorio. Las pruebas tendrán 

que ser practicadas dentro de los treinta (30) días siguientes a la audiencia de 

conciliación. En las audiencias de conciliación prejudicial este término se entiende 

incluido dentro del término de suspensión de la caducidad. (Ley 446 de 1998, artículo 

76). 
 

Capítulo II 

Conciliación prejudicial 

 

Artículo 62. Solicitud. Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes individual o 
conjuntamente podrán formular solicitud de conciliación prejudicial, al agente del 

Ministerio Público asignado al juez o corporación que fuere competente para conocer 

de aquéllas. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de conciliación 

enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten 

las pretensiones. 
 

El término de caducidad no correrá desde el recibo de la solicitud en el despacho del 

agente del Ministerio público, hasta por un plazo que no exceda de sesenta (60) días. 

Para este efecto, el plazo de caducidad se entenderá adicionado por el de duración de 

la etapa conciliatoria.  

Dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la solicitud, el agente del Ministerio 
Público, de encontrarla procedente, citará a los interesados, para que dentro de los 

veinte (20) días siguientes a la fecha de la citación, concurran a la audiencia de 

conciliación el día y la hora que señale. Con todo, sin perjuicio de lo previsto en esta 

ley en relación con los términos de caducidad de la acción, las partes podrán pedirle al 

agente del Ministerio Público que señale una nueva fecha. (Ley 446 de 1998, artículo 
80 que modifica el artículo 60 de la Ley 23 de 1991). 

 

Artículo 63. Procedibilidad. La conciliación administrativa prejudicial sólo tendrá 

lugar cuando no procediere la vía gubernativa o cuando ésta estuviere agotada.  

 

Si no fuere posible acuerdo alguno, el agente del Ministerio Público firmará el acta en 
que se dé cuenta de tales circunstancias, declarará cerrada la etapa prejudicial, 

devolverá a los interesados la documentación aportada y registrará en su despacho la 

información sobre lo ocurrido.  

 

Parágrafo.1º. En caso de que las partes soliciten una nueva audiencia de conciliación, 
dicha solicitud deberá ser presentada de común acuerdo.  

 



Parágrafo 2º. No habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya 

caducado. ((Ley 446 de 1998, artículo 81 que modifica el artículo 61 de la Ley 23 de 

1991). 

 

Artículo 64. Homologación. Los trámites de conciliación en materia contencioso 

administrativa que se surtan ante centros de conciliación autorizados por el gobierno 
en los términos de esta ley, deberá ser comunicados al Procurador Judicial acreditado 

ante el Tribunal Contencioso Administrativo de la sede donde funciona el centro de 

conciliación, quien podrá acudir e intervenir durante el trámite conciliatorio si lo 

estima pertinente.  

 
Si el Procurador no asiste a la audiencia, el centro deberá enviarle el acta de 

conciliación y, si no está conforme con el acuerdo conciliatorio, dentro de los cinco (5) 

días siguientes a su comunicación, deberá solicitar la homologación judicial, cuyo 

trámite será el previsto para las conciliaciones prejudiciales ante los agentes del 

Ministerio Público. (Ley 446 de 1998, artículo 79). 

 
Artículo 65. Impedimentos y recusaciones de los agentes del Ministerio Público 

ante esta jurisdicción. Las causales de recusación y de impedimento señaladas en el 

artículo 160 de este código, también son aplicables a los agentes del Ministerio Público 

cuando actúen ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. (Ley 446 de 1998, 

artículo 53 que modificó el artículo 161 del Código Contencioso Administrativo). 
 

Capítulo III 

Conciliación judicial 

 

Artículo 66. Solicitud. La audiencia de conciliación judicial procederá a solicitud de 

cualquiera de las partes y se celebrará vencido el término probatorio. No obstante, las 
partes de común acuerdo podrán solicitar su celebración en cualquier estado del 

proceso.  

 

En segunda instancia la audiencia de conciliación podrá ser promovida por cualquiera 

de las partes antes de que se profiera el fallo. (Ley 446 de 1998, artículo 104). 
 

Artículo 67. Efectos de la conciliación administrativa. Lo pagado por una entidad 

pública como resultado de una conciliación debidamente aprobada y aceptada por el 

servidor o ex servidor público que hubiere sido llamado al proceso, permitirá que 

aquélla repita total o parcialmente contra  éste.  

 
La conciliación aprobada, producirá la terminación del proceso en lo conciliado por las 

partes que la acepten. Si la conciliación fuere parcial, el proceso continuará para 

dirimir los aspectos no comprendido en éste. Si el tercero vinculado no consintiere en 

lo conciliado, el proceso continuará entre la entidad pública y aquél (Ley 446 de 1998, 

artículo 105). 
 

Solución de controversias contractuales 

 

Artículo 226. De la utilización de mecanismos de solución directa de las 

controversias contractuales.  Las entidades a que se refiere el artículo 2º. del 

presente estatuto y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, rápida y 
directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual.  

 

Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de 

solución de controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, 

amigable composición y transacción. (Ley 80 de 1993, artículo 68, inciso 1º y 2º). 
 

Artículo 227. De la improcedencia de prohibir la utilización de los mecanismos 

de solución directa. Las autoridades no podrán establecer prohibiciones a la 



utilización de los mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los 

contratos estatales.  

 

Las entidades no prohibirán la estipulación de la cláusula compromisoria o la 

celebración de compromisos para dirimir las diferencias surgidas del contrato estatal. 

(Ley 80 de 1993, artículo 69). 
 

Artículo 228. De la cláusula compromisoria. En los contratos estatales podrá 

incluirse la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de árbitros las 

distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de 

su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación.  
 

El arbitramento será en derecho. Los árbitros serán tres (3), a menos que las partes 

decidan acudir a un árbitro único. En las controversias de menor cuantía habrá un 

solo árbitro.  

 

La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de 
arbitramento se regirá por las normas vigentes sobre la materia.  

 

Los árbitros podrán ampliar el término de duración del tribunal, por la mitad del 

inicialmente acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la 

producción del laudo respectivo.  
 

En los contratos con personas extranjeras y en los que incluyen financiamiento a largo 

plazo, sistemas de pago mediante la explotación del objeto construido u operación de 

bienes para la prestación de un servicio público, podrá pactarse que las diferencias 

surgidas del contrato sean sometidas a la decisión de un tribunal de arbitramento 

designado por un organismo internacional. (Ley 80 de 1993, artículo 70). 
 

Artículo 229. Del compromiso. Cuando en el contrato no se hubiere pactado 

cláusula compromisoria, cualquiera de las partes podrá solicitar a la otra la 

suscripción de un compromiso para la convocatoria de un Tribunal de arbitramento a 

fin de resolver las diferencias presentadas por razón de la celebración del contrato y 
su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación.  

 

En el documento de compromiso que se suscriba se señalarán la materia objeto del 

arbitramento, la designación de los árbitros, el lugar de funcionamiento del tribunal y 

la forma de proveer los costos del mismo. (Ley 80 de 1993, artículo 71). 

 
Artículo 230. Del recurso de anulación contra el laudo arbitral. Contra el laudo 

arbitral procede el recurso de anulación. Este deberá interponerse por escrito 

presentado ante el tribunal de arbitramento dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

notificación del laudo o de la providencia que lo corrija, aclare o complemente.  

 
El recurso se surtirá ante la sección tercera de la sala de lo contencisoso 

administrativo del Consejo de Estado.  

 

Son causales de anulación del laudo, las siguientes: 

 

1.Cuando sin fundamento legal no se decretaren pruebas oportunamente solicitadas o 
se hayan dejado de practicar las diligencias necesarias para evaluarlas, siempre que 

tales omisiones tengan incidencia en la decisión y el interesado las hubiere reclamado 

en la forma y tiempo debidos. 

 

2.Haberse fallado en conciencia debiendo ser en derecho, siempre que esta 
circunstancia aparezca manifiesta en el laudo. 

 



3.Contener la parte resolutiva del laudo errores aritméticos o disposiciones 

contradictorias, siempre que se hayan alegado oportunamente ante el tribunal de 

arbitramento.  

 

4.Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbitros o 

haberse concedido más de lo pedido. 
 

5.No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento.  

 

El trámite y efectos del recursos se regirá por las disposiciones vigentes sobre la 

materia. (Ley 80/93, artículo 72). 
 

Artículo 231. Del arbitramento o pericia técnicos. Las partes podrán pactar que las 

diferencias de carácter exclusivamente técnico se sometan al criterio de expertos 

designados directamente por ellas o que se sometan al parecer de un organismo 

consultivo del gobierno, al de una asociación profesional o a un centro docente 

universitario o de enseñanza superior. La decisión adoptada será definitiva. (Ley 80 de 
1993, artículo 74). 
 


